PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY
Art. 1: Modificase el art. 133 de la Ley 10.397 T.O. por Resolución N° 120/04 del Ministerio de Economía con las modificaciones posteriores introducidas por la Ley 13229, 13242,  13244, 13297,  13360, 13404, 13405,  13450, 13489,  13529, 13573 y 13613, el que quedara redactado de la siguiente forma: 
ARTICULO 133°.-Los  términos  de  prescripción de las acciones y poderes de  la Autoridad de Aplicación, para determinar y exigir el pago de las obligaciones fiscales regidas por este Código, comenzarán a correr desde la fecha del titulo de la obligación fiscal, excepto para las obligaciones cuya determinación se produzca sobre la base de declaraciones juradas de período fiscal anual, en cuyo caso tales términos de prescripción comenzarán a correr desde el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingreso del gravamen.

 

El término de prescripción de la acción para aplicar y hacer efectivas las multas comenzará a correr desde que haya tenido lugar la violación de los deberes formales o materiales legalmente considerados como hecho u omisión punible.

 

El término de prescripción de la acción de repetición comenzará a correr desde la fecha de pago.

 

Los términos de prescripción establecidos en los artículos 131° y 132°, no correrán mientras los hechos imponibles no hayan podido ser conocidos por la Autoridad de Aplicación por algún acto o hecho que los exteriorice en la Provincia. Esta norma será de aplicación para las obligaciones de carácter instantáneo y para los tributos de base patrimonial en cuanto infrinjan normas de índole registral.

 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, el impuesto no resultará exigible, cuando al momento de la exteriorización hubieran transcurrido más de cinco (5) años contados a partir de la realización de los hechos imponibles.

 

Art. 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
FUNDAMENTOS

El objetivo primordial del presente proyecto es adecuar la legislación bonaerense en materia tributaria a la Constitución Nacional y Código Civil Argentino, debido a que a raíz del pronunciamiento efectuado por la Corte en la causa “Recurso de Hecho en “Filcrosa S.A.”s/ Quiebra s/ incidente de verificación de la Municipalidad de Avellaneda” (Fallos: 326-3899),  mucho se ha escrito acerca de sus implicancias respecto a  las facultades impositivas locales, y si las mismas se encuentran limitadas o no a lo que establece la legislación de fondo.

 

El tema no esta agotado y la doctrina que emana de aquel pronunciamiento sigue provocando diversas opiniones encontradas. Tampoco la jurisprudencia es pacífica al respecto.

 

Sin entrar a valorar la forma en que se resolvió, la realidad es que constituye una pauta interpretativa que nos da  nuestro tribunal superior, y nos permite saber, al menos para aquella composición, cual es el alcance de la cláusula constitucional de los códigos y los institutos comprendidos en aquellos como delegación de las provincias a las autoridades nacionales.

 

Sin pretender agotar el tratamiento del tema, se intentare analizar las implicancias de aquel pronunciamiento en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires.

  

LA CLAUSULA CONSTITUCIONAL DE LOS CÓDIGOS (Art. 75. inc. 12).
 

El artículo 75, inc. 12 de la Constitución Nacional establece como atribución del Congreso de la Nación lo siguiente:

 

“Dictar los códigos civil, Comercial, Penal, de Minería y del trabajo y Seguridad Social, en cuerpos unificados o separados, sin que tales códigos alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones; y especialmente leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y nacionalidad, con sujeción al principio de nacionalidad natural y por opción en beneficio de la argentina, así como bancarrotas, sobre falsificación de la moneda corriente y documentos públicos del Estado, y las que requiera el juicio por jurados” 

 

Como enseña Rodolfo R. Spisso los constituyentes han querido privilegiar el principio de unidad de legislación sobre el de pluralidad y consecuentemente, reafirmar la supremacía nacional de las leyes sancionadas por el congreso conforme el art. 31 de la C.N.

 

Sin perjuicio de ello la cláusula referida ha ocasionado, en relación a las potestades tributarias locales, largos debates y posturas antagónicas. 
 

Así, es clásica la división entre los sostenedores de la tesis iusprivatista, la cual niega a las provincias la facultad de alterar las instituciones de derecho privado, estando condicionadas a los que los códigos de fondo conceptualizan y aquellos  sostenedores de la tesis iuspublicista  que partiendo de la autonomía estructural y dogmática del derecho tributario hacen primar las potestades tributarias locales sobre la legislación común.

 

La  Corte Suprema de Justicia de la Nación parece haber  resuelto la polémica al resolver, el 30 de septiembre de 2003, los autos “Recurso de Hecho en “Filcrosa S.A.” s/ Quiebra s/ incidente de verificación de la Municipalidad de Avellaneda” (Fallos: 326-3899) inclinándose por la tesis iusprivatista.
 

DOCTRINA ACTUAL DE LA CORTE.

 

El caso tuvo su origen en la pretensión, en el concurso de Filcrosa S.A., de un crédito perteneciente a la Municipalidad de Avellaneda. La Cámara Comercial verificó dicho crédito   aplicando la prescripción decenal establecida en la Ordenanza Municipal de  dicho municipio, desestimando de esa manera  la aplicación del art. 4027 inc. 3 del Código Civil sustentada por el síndico de la quiebra. La Corte, al resolver, revoca la resolución de la Cámara aplicando el art. 4027 inc. 3 del Código Civil.

 

Si bien el caso se refirió a tasas municipales la doctrina que emerge del mismo se extiende a todos los impuestos y tasas municipales. Asimismo diversos autores sostienen que no solo resulta aplicable a los plazos de prescripción, sino también a la forma de computar el plazo, las causales de interrupción y suspensión, cuestiones estas que, a tenor de la doctrina emanada del Tribunal Cimero, deberían adecuarse a las establecidas por el Código Civil. 

 

A raíz de este pronunciamiento, la Corte Suprema de Justicia de la Nación otorgó prevalencia a las normas del Código Civil derivada del art. 75 inc. 12., entendió que dentro de las delegaciones efectuadas por las provincias a las autoridades Nacionales se incluían la regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores, por tal razón no cabe a las provincias dictar leyes que se opongan con lo establecido por los Códigos de Fondo.
 
Estableció además que:
“Que en ese marco, debe tenerse presente que del texto expreso del citado art. 75, inc. 12, de la Constitución deriva la implícita pero inequívoca limitación provincial de regular la prescripción y los demás aspectos que se vinculan con la extinción de las acciones destinadas a hacer efectivos los derechos generados por las obligaciones de cualquier na​turaleza. Y ello pues, aun cuando los poderes de las provin​cias son originarios e indefinidos y los delegados a la Na​ción definidos y expresos (Fallos: 320:619, entre otros), es claro que la facultad del Congreso Nacional de dictar los códigos de fondo, comprende la de establecer las formalidades que sean necesarias para concretar los derechos que reglamen​ta, y, entre ellas, la de legislar de manera uniforme sobre los aludidos modos de extinción (Fallos: 320:1344).”
 
En suma, la Corte Suprema de Justicia de la Nación considera inválidas las legislaciones provinciales que reglamentan la prescripción en materia tributaria en forma contraria a lo dispuesto  en el código  civil, pues las provincias carecen de facultades para establecer normas que importan apartarse de la aludida legislación de fondo, incluso cuando se trata de regulaciones concernientes a materias de derecho público local. 

 

INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTICULO 133 DEL CODIGO FISCAL DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES EN CUANTO A LA FORMA DE COMPUTAR EL PLAZO DE PRESCRIPCION .
 

Como se hizo referencia anteriormente, la doctrina emanada del tribunal cimero no sólo se limita a los plazos de prescripción establecidos por las legislaturas locales, sino que también propaga sus efectos a lo concerniente al inicio del cómputo de los plazos y a las causales de suspensión e interrupción, las cuales deberán  adecuarse a lo establecido por la normas del Código Civil para su validez constitucional.

 

En el ámbito de la Provincia de Buenos Aires el artículo 133 del Código Fiscal establece, en lo que aquí interesa, lo siguiente:

 

“Los términos de prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación, para determinar y exigir el pago de las obligaciones fiscales regidas por este código, comenzarán a correr desde el 1° de enero siguiente al año al cual se refieren las obligaciones fiscales, excepto para las obligaciones cuya determinación se produzca sobre la base de declaraciones juradas de período fiscal anual, en cuyo caso tales términos de prescripción comenzarán a correr desde el 1° de enero siguiente al año que se produzca el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingreso del gravamen.”

 

Por su parte el Código Civil establece que toda acción personal por deuda exigible prescribe a lo diez años, salvo que exista una disposición especial que prevea un plazo de prescripción distinto (artículo 4023 del Código Civil), como sucede con las obligaciones periódicas para las cuales el Código Civil ha previsto una prescripción de 5 años (artículo 4027, inciso 3 del Código Civil), señalando además, que la prescripción nace desde la fecha del título de la obligación (artículo 3956 el Código Civil).

 

De la simple comparación de ambos cuerpos normativos, se advierte que la norma provincial se ha apartado del Código Civil que dispone expresamente que la prescripción nace desde la fecha del título de la obligación y no desde el 1º de enero del año siguiente, deviniendo el artículo 133 del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires en  inconstitucional por violación al artículo 75 inciso 12 de la Constitución Nacional.

 
En efecto, si bien tanto el Código Fiscal como el  Código Civil disponen que el plazo de prescripción para procurar el pago de deudas tributarias es de 5 años (artículo 4027 inc. 3º del Código Civil y art. 131 del Código Fiscal de la Pcia. de Bs.As., la forma de computar el mentado plazo es distinta, debiendo darse prevalencia al contemplado en el Código Civil, por cuanto el derecho público provincial no puede ampliar los plazos establecidos sobre el particular en aquel cuerpo normativo.

 

Esta conclusión no es forzada pues este modo peculiar de computar el comienzo del plazo de prescripción se vincula directamente con aquellos aspectos que hacen a la extinción de las acciones destinadas a hacer efectivos los derechos generados por las obligaciones de cualquier na​turaleza, y por tanto en cuanto difieran de la manera establecida en el Código Civil serán inconstitucionales.
 Es por todo lo expuesto que solicito a los señores y señoras legisladores me acompañen en la presente iniciativa.

